. + LI ` "d > 
t. * 3 DP ‘ * Lal 
V. S * X k v 4 i A ` 
g- - * " * 
` UM ne P er. wa gi te 1 
i zi e . E ET: + n i *, ar ; * 
i ` e " s 
rit > ~ 
L3 * E y 
. N . 
j y? P p 
, : MEE ; . i í 
a 
t e 
/ va ; 
è SA «dum 
£ 2X4 ^ 
$ e : pics 
Seno ly ri E igpt D A ICA a. 
LU 4 
? * 


El Puerto de La Plata 


e. C had 
: | ó 
Buenos Aires 
Imprenta GADOLA - Rivadavia 775 
19235 : 


D 


Digitized by Google 


PRÓLOGO 


El propósito de esta publicación, es simplemen- 
te dar oportunidad para que los que gobiernan, 
los que fallan y los estudiosos del Derecho Pú- 
blico, puedan conocer el proceso que ha seguido 


esta interesante cuestión legal sobre la jurisdic- . 


ción y soberanía en el Puerto de La Plata. 


Desde 1904, fecha en que la Provincia de Bue- 
nos Aires vendió ese puerto a la Nación, el asunto 
ha estado sin resolverse definitivamente, porque 
faltaba la determinación de un Gobierno de la 
Provincia que reconociera en forma oficial y ca- 
tegórica lo que habian resuelto, como acaban de 
resolver nuevamente, las Cámaras de Apelaciones 
de La Plata. 


Planteada esta cuestión en el año 1914 por la 
Compañía Swift de La Plata, administrativa y ju- 
dicialmente, las defensas del Dr. Carranza se han 
publicado, y como la doctrina y argumentación 
que sustentan los documentos y fallos que se pu- 
blican hoy, coinciden con aquellas, resulta inne- 
cesaria su reedición. 


Toda la cuestión se reduce, como pueden re- 
ducirse los más amplios problemas y de todo or- 
den, a un punto concreto: ¿El Puerto y tierras 
adyacentes fueron cedidas por la Provincia en 
virtud de una ley de la Legislatura? En caso afir- 


F 160 


= bis 


mativo, junto con la cosa se ha transferido la 
jurisdicción, y ha entrado el Puerto a los domi- 
nios directos de la soberanía nacional, pues si 
nuestra Constitución Nacional no exige expre- 
samente, como la de los Estados Unidos, una ley 
de la Legislatura, es porque no era necesario al 
establecerlo implicitamente los artículos 3 y 13 
y en presencia de otros antecedentes que el lector 
encontrará en el fallo de la Cámara. El lector 
encontrará también referencias a la ley de la 
Legislatura del 4 de Octubre de 1904, apro- 
bando la venta y a la ley del H. Congreso en el 
mismo sentido. Los limites de la Provincia de 
Buenos Aires quedaron así modificados en esa 
parte de su territorio de acuerdo con el artícu- 
lo 3 de la Constitución de la Provincia en concor- 
dancia con el 3, el 13 y el inciso 27 del artículo 67 
de la Constitución Nacional. 


Cía. Swift de La Plata. 


RESOLUCION DEL P. E. N. 


Informe del Procurador General de la Nación 


Dirección General de Obras Hidráulicas. —Puerto 
de La Plata.—Se declara que los estableci- 
mientos instalados dentro de su zona son de 
jurisdicción nacional. 


Expte. 11994-P1918. 
Señor Ministro de Obras Públicas : 


La cuestión de derecho discutida en este expe- 
diente es sobre si la inspección de los motores de 
los frigoríficos instalados en el Puerto de La Pla- 
ta, en terrenos de propiedad de la Nación corres- 
ponde a la autoridad nacional o a la municipali- 
dad de la Capital de la Provincia de Buenos At- 
res. 


Al estudiar este asunto hay que tener en cuen- 
ta que, por la Ley de Octubre 4 de 1904, la Pro- 
vincia de Buenos Aires aprobó el convenio ceie- 
brado el 29 de Agosto de ese año entre los Po- 
deres Ejecutivo de la Nación y de la Provincia, 
por el cual la Provincia vendió a la Nación el 
puerto de La Plata con todos sus terrenos, ins- 
talaciones y acresorios. El Poder Ejecutivo Na- 
cional fué autorizado para efectuar esta compra 
por la Ley de 30 de Septiembre de 1904. 

Todos estos documentos están protocolizados 
en la Escribanía Mayor de Gobierno en 15 de No- 
viembre de IQII. 


EUN MEN 


Apliquemos ahora el derecho. 


El inciso 27, artículo 67 de la Constitución dis- 
pone expresamente que corresponde al Congreso 
“ejercer una legislación “exclusiva”, en todo el 
territorio de la Capital de la Nación y sobre los 
demás lugares adquiridos por compra o sesión 
en cualquiera de las provincias, para establecer 
fortalezas, arsenales, almacenes u otros estableci- 
mientos de utilidad nacional." 


Esta disposición fué tomada de la Constitu- 
ción de los Estados Unidos, artículo 10, sección 
9, cláusula 17, pero entiendo las palabras que en 
ésta requieren que la adquisición sea con el con- 
sentimiento de la legislatura del estado en qué 
el lugar adquirido esté situado. 


Interpretando esta Cláusula, la suprema corte 
de los Estados Unidos ha declarado que, cuando 
ha mediado el consentimiento de un estado para 
la compra de tierras con los fines indicados por 
la Constitución, la jurisdicción de ese estado que- 
da excluída sobre las personas y cosas existentes 
(ver casos de “Unites States v. Cornell”, 2 Ma- 
son 60, y “Fort Leavenwoth R. R. Go. v. Lowe" 
114 U. S. 525). El único derecho que se acostum- 
bra dejar a los estados en virtud de una ley na- 
cional de 1975 o de reservas que suelen hacer 
los estados al dar su consentimiento para la trans- 
ferencia de la tierra, es el.de diligenciar citacio- 
nes o emplazamientos judiciales a personas resi- 
dentes en los lugares adquiridos por los Estados 
Unidos. Esta reserva, como lo dijo el Juez Story 
en el citado caso de Cornell, tiene por objeto de 
impedir que esos lugares se conviertan en refu- 
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gio de prófugos responsables por actos efectua- 
dos dentro de la jurisdicción reconocida del es- 
tado pero no autoriza a reconocer jurisdicción 
sobre hechos ocurridos en los lugares menciona- 
dos. Story precisa este concepto al poner en duda 
que el Congreso tenga facultad para admitir re- 
servas O condiciones por las cuales su legislación 
deje de ser exclusiva en los sitios adquiridos con 
el consentimiento de las legislaturas de los esta- 
dos para fortalezas u obras nacionales. 


Esta interpretación de la cláusula 17 ha sido 
adoptada, no solamente por los tribunales federa- 
les de los Estados Unidos, sino también por los 
provinciales o estaduales. Basta citar como ejem- 
plo el caso de “Commonwealth versus Clary” de- 
cidido por la Suprema Corte de Massachusetts, 
en que este tribunal declaró que los jueces de ese 
estado eran incompetentes para conocer de in- 
fracciones a la ley sobre expendio de bebidas al- 
cohólicas en terrenos del Pueblo de Springfield 
comprado por los Estados Unidos con el confen- 
timiento de la legislatura de Massachusetts, con 
el propósito de construir arsenales. 


En la Repüblica Argentina, no siendo necesario 
el consentimiento de las legislaturas provinciales 
para que el Gobierno Nacional adquiera en las 
provincias terrenos para establecimientos de uti- 
lidad nacional, basta el hecho de la adquisición 
con el mencionado destino para que proceda la 
jurisdicción federal. En otros términos, la juris- 
dicción política va anexa a la propiedad de la 
tierra, sin otra condición que la de destinarse es- 
ta tierra a "fortalezas, arsenales, almacenes, u 
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otros establecimientos de utilidad nacional”. 

En el caso que motiva este dictamen, los te- 
rrenos dentro de los cuales pretende ejercitar ju- 
risdicción la Municipalidad de La Plata forman 
parte del puerto del mismo nombre adquirido por 
compra al Gobierno de la Provincia de Buenos 
Aires. | 


No cabe duda que el puerto es un establecimien- 
to de utilidad nacional, y este requisito legitima 
el ejercicio por el Congreso de una exclusiva le- 
gislación en él, lo que importa privar a la Pro- 
vincia de Buenos Aires y a sus municipios de to- 
da jurisdicción en el citado paraje. 


Aün más, en el supuesto de que la cláusula ar- 
gentina fuera idéntica a la del norte americana y 
s erequiriese el consentimiento de la legislatura 
provincial, la solución sería la misma porque el 
puerto de La Plata y todos los terrenos anexos al 
mismo fueron vendidos al Gobierno Nacional con 
consentimiento expreso de la legislatura de la 
Provincia de Buenos Aires, dado por la antedicha 
ley de Octubre 4 de 1904. 


El argumento que se ha hecho en este expe- 
diente de que así las provincias podrían ser per- 
judicadas en su autonomía y jurisdicción territo- 
rial, no me parece atendible en el estado actual 
de nuestras instituciones. Dicho argumento va 
contra el texto claro de la Constitución, redac- 
tado con el propósito de habilitar al Gobierno na- 
cional para servir eficazmente los grandes inte- 
reses de la defensa y prosperidad del país. Debe 
presumirse que los poderes püblicos de la Na- 
ción han de usar prudentemente de sus faculta- 
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des constitucionales, bajo la vigilancia de la opi- 
nión pública, y no las han de emplear para cer- 
cenar innecesariamente la jurisdicción de las pro- 
vincias. 

Esta presunción se fortalece _cuando las pro- 
vincias prestan su consentimiento a que ciertas 
partes de su territorio serán adquiridas por el 
Gobierno de la Nación para establecimiento de 
utilidad nacional, como ocurre en el caso del puer- 
to de La Plata. 

No es de presumirse, por consiguiente, que el 
Gobierno Nacional ha de ejercer jurisdicción so- 
bre una superficie mayor que la necesaria. A 
él le compete determinar la extensión de esa su- 
perficie; pero en el caso actual, ella ha sido de- 
terminada por la provincia vendedora. 

Ambos gobiernos contratantes estuvieron de 
acuerdo sobre la zona de terrenos que eran in- 
dispensables para la administración, vigilancia y 
servicios auxiliares del puerto. 

En conclusión, opino que los frigoríficos que 
funcionan dentro de esa zona están bajo la exclu- 
siva legislación del Congreso v bajo la consi- 
guiente autoridad del Poder Ejecutivo de la Na- 
ción, sin que la Municipalidad de La Plata ni po- 
der provincial alguno, tenga derecho a ejercer 
jurisdicción sobre ellos. — Buenos Aires, Julio 15 
de 1919. — José Nicolás Matienzo. 


Buenos Aires, Octubre 6 de 1919. 


Expte. 11.994-P-918.— Visto este expediente por 
el que la extinguida Dirección General de los 
Puertos de Buenos Aires y La Plata, hace pre- 


— = 
sente que al reclamar de la Sociedad La Plata 
Cold Storage el pago de las sumas que adeuda 
por inspección de calderas al frigorífico que tie- 
ne instalado en el puerto de La Plata percibe di- 
chos servicios, por lo que pide una aclaración al 
respecto: 


Atento lo informado por la Dirección General 
de Obras Hidráulicas, en el sentido de que tratán- 
dose de una instalación en los terrenos del Puer- 
to de La Plata, que es de propiedad nacional en 
virtud del convenio oportunamente celebrado con 
la Provincia de Buenos Aires, corresponde esté 
ella sometida a la jurisdicción nacional exclusiva- 
mente, manifestando asimismo, en refutación a 
opiniones vertidas en este expediente, que como 
puerto no puede considerarse exclusivamente al 
atracadero de buques y a las instalaciones para 
carga y descarga sinó también las instalaciones 
particulares que en toda la zona del mismo se 
asiepten y que a fa par que facilitan su buena 
explotación, constituyen asimismo a su mejor ren- 
dimiento. 


Atenta la oposición formulada por la Municipa- 
lidad de La Plata, quien en mérito al informe de 
su asesor legal, sostiene que los frigoríficos ins- 
talados en el puerto están bajo la jurisdicción de 
dicha municipalidad, opinión que sustenta igual- 
mente al señor Procurador del Tesoro al afir- 
mar que al establecer el articulo 67 de la Cons- 
titución Nacional, la jurisdicción exclusiva del 
Congreso en todo el territorio de la Capital de 
la Nación y sobre los demás lugares adquiridos 
opr compra o cesión o cualquiera de las provin- 
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cias para establecer fortalezas, arsenales y al- 
macenes u otros establecimientos nacionales aná- 
logos, se refiere sólo a la adquisición o compra 
de la parte de la soberanía provincial indepen- 
diente de la adquisición del dominio privado, que 
es la única que ha adquirido la Nación en la com- 
pra que hizo del puerto de La Plata. 

Oído a su vez el señor Procurador General de 
la Nación, quien sostiene que formando parte del 
puerto adquirido por compra al Gobierno de la 
Provincia de Buenos Aires los terrenos dentro 
de los cuales pretende ejercitar jurisdicción la Mu- 
nicipalidad de La Plata, ellos deben estar bajo la 
jurisdicción de la Nación, pues interpretando el 
artículo 67 de la Constitución Nacional la juris- 
dicción política va anexa a la propiedad de la tie- 
rra sin otra condición que la de destinarse esta 
tierra a “fortalezas”, arsenales, almacenes u otros 
establecimientos de utilidad nacional”, y 


Considerando: 


Que transferido a la Nación el Puerto de La 
Plata, en virtud del convenio celebrado entre 
aquella y la Provincia de Buenos Aires, con todos 
los terrenos consiguientes, bien delimitados; es 
indudable que dicho bien público, destinado a se- 
guir siéndolo en igual concepto, debía pasar sin 
limitación alguna de jurisdicción, no sólo por 
serlo así necesario a los fines de la utilidad pú- 
bl:ca a que estaba destinado, sino también y es- 
pecialmente, en virtud de lo establecido en el ar- 
ticulo 67 ya citado de la Constitución Nacional, 
que adjudica al Congreso la legislación exclusi- 
va en todo lugar adquirido para fortalezas, ar- 
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senales, almacenes u otros “establecimientos de, 
utilidad nacional”; 

Que por otra parte, de admitir la tesis contra- 
ria, no existiría razón en el convenio de traspaso 
del puerto de La Plata, en la forma como se hizo 
con la extensa zona de acción consiguiente, si 
esta zona hubiera de quedar sometida a la juris- 
dicción provincial, pues en tal caso hubiera sido 
suficiente que la Nación adquiriese tan solo las 
obras portuarias, ya que el resto quedaría bajo la 
jurisdicción provincial. 

Por lo tantc y de conforimdad con lo sostenido 
por la Dirección de Obras Hidráulicas y lo demás 
dictaminado por el señor Procurador General de 
la Nación, 


El Peder Ejecutivo de la Nación— 
Decreta 


Artículo 1°—Declarase que los establecimien- 
tos instalados dentro la zona del Puerto de La 
Plata se encuentran sometidos a la jurisdicción 
nacional. 

Art. 2°—Comuniquese, publiquese y archívese. 

IRIGOYEN, 
P. Torello. 


Nota del Ministro del Interior 


Marzo de 1923. 
A S. E. el señor Gobernador de la Provincia de 
Buenos Aires. 


El sefior A. Williams, en representación de la 
Compañía Swift de La Plata, se ha dirigido a este 


ey de 


Ministerio manifestando que la Dirección Gene- 
gal de Higiene de esa Provincia intenta ejercitar 
jurisdicción en la zona del puerto de La Plata. 
Con este motivo tengo el honor de dirigirme a 
V. E. indicando la conveniencia de que se dé cum- 
plimiento al decreto de fecha 6 de Octubre de 
1919, expedido por el Ministerio de Obras Públi- 
cas de la Nación, y comunicado a éste Gobierno 
por nota 3 de Noviembre del mismo año, que de- 
clara que los establecimientos instalados dentro 
de la zona de dicho puerto se encuentran some- 
tidos a la jurisdicción nacional. Para mayor ilus- 
tración de V. E. se adjunta la cédula de notifi- 
cación expedida por la Dirección General de Hi- 
giene de esa Provincia al señor Gerente del Fri- 
gorifico Swift. Saludo a V. E. con mi conside- 
ración distinguida. (Firmado): José Nicolás Ma- 
tienzo. 


Nota del Gobernador de la Provincia 


Señor Ministro del Interior, doctor José N. Ma- 
tienzo. 


Tengo el agrado de dirigirme a V. E. para po- 
ner en conocimiento que el Gobierno de esta Pro- 
vincia ha resuelto retirar la vigilancia policial que 
tenía establecida en la zona del puerto de La Pla- 
ta. De tiempo atrás y sin perjuicio de la juris- 
dicción nacional, la policía de esta Provincia ha 
extendido s uacción preventiva en la mencionada 
zona, con el sano propósito de cooperar a la con- 
servación del orden público y salvaguardar to- 
dos los derechos, teniendo en cuenta muy princi- 


palmente que los establecimientos frigorificos allí 
establecidos, Swift y Armour, con su importante 
uümero de obreros, exige una vigilancia atenta 
y minuciosa, sobre todo en épocas de agitación 
social. Sin embargo como la subprefectura local 
en forma ostensible ha tomado últimamente a su 
cargo los servicios de vigilancia, haciendo notar 
que por la jurisdicción nacional es de su exclu- 
siva incumbencia esa tarea y como por otra parte 
un auto del señor Juez Federal ha señalado al 
Comisario de la Sección respectiva aquella mis- 
ma circunstancia, este gobierno, en el deseo de 
impedir cualquier malentendido y evitar posibles 
rozamientos entre funcionarios subalternos de dis- 
tinta dependencia, ha tomado la decisión expre- 
sada. Asimismo, me permito sugerir a V. E. la 
oportunidad de contemplar la situación resultan- 
te, por si pareciese conveniente a las autoridades 
nacionales reforzar las dotaciones encargadas de 
la custodia de los cuantiosos intereses de la refe- 
rida zona portuaria. Saludo a V. E. con mi más 
distinguida consideración. (Firmado): José Luis 
Cantilo, José Osvaldo Casás. 


Nota del Juez Federal al Sr. Ministro de Justicia 


Al señor Ministro de Justicia, doctor Celestino 
Marcó. 


Por noticias aparecidas en los diarios, me he 
informado que el P. E. de esa Provincia ha pues- 
to en conocimiento del señor Ministro del In- 
terior una incidencia relacionada con la jurisdic- 
ción en la zona propia del puerto de esta ciudad. 


— E ee 


Si bien desde el punto de vista de este Juzgado 
aquella se reduce a una cuestión de competencia 
trabada en forma con el señor Juez del Crimen 
Ordinario, a fin de establecer a quien correspon- 
de el juzgamiento de un delito comün ocurrido 
dentro de la zona propia del puerto, habiendo 
las autoridades locales juzgado necesario some- 
ter a la consideración del Poder Federal la cues- 
tión institucional que está de por medio, con el 
loable propósito, sin duda, de fijar sobre la ma- 
teria un concepto definitivo que evite posibles 
conflictos, creo también de mi deber, animado del 
mismo propósito, expresar a V. E., para que si 
lo cree pertinente, se sirva comunicarlo al señor 
Ministro del Interior, que como consecuencia del 
hecho concreto antes expresado y dado que en 
más de una ocasión la subprefectura local me 
significó la necesidad de deslindar perfectamente 
sus atribuciones, en el terreno judicial, consideré 
oportuno hacer una prevención de carácter ge- 
neral al Comisario de policia de Berisso, dentro de 
mis atribuciones propias, sin pensar, ni por un 
momento, en menoscabar los fueros de la sobera- 
nía provincial. (Firmado): Clodomiro Zavalía. 


Puerto La Plata, Mayo 19 de 1923. 


Al señor Gerente del Frigorífico Swift de La 
Plata. 

Tengo el agrado de dirigirme a Vd. haciéndo- 
le saber que de acuerdo con el Decreto del P. E. 
Nacional de fecha 6 de Octubre de 1919, los 
establecimientos que se encuentran dentro de la 
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zona portuaria, están bajo la vigilancia de la au- 
toridad nacional, en tonsecuencia en adelante to- 
do hecho que ocurra dentro o fuera de ese esta- 
blecimiento deberá Vd. dar intervención a esta 
autoridad, por ser de su exclusiva jurisdicción. 
Con tal motivo, saludo a Vd. atentamente. (Fir- 
mado): Alejandro H. Cantini. Subprefecto de 1?. 


Decreto del P. E. Nacional 
Exp. 10.083-B-10.23 
Buenos Aires, Julio 26 de 1923. 


Visto este expediente en el que el Ministerio 
de Marina, manifiesta que la Prefectura General 
Marítima deberá tomar a su cargo la vigilancia 
policial en la zona terrestre del Puerto de La 
Plata. 


Considerando: 


Que dicho departamento, como lo expresa, no 
cuenta con personal para atender el nuevo servi- 
cio, ni partida a que imputarlo; | 

Que siendo de urgente necesidad disponerlo pa- 
ra hacer efectiva la vigilancia en dicha zona, pue- 
de destinarse personal de Gendarmería depen- 
diente del Ministerio del Interior hasta tanto se 
incluyan en la Ley de presupuesto los fondos ne- 
cesarios en el Ministerio de Marina ; 


Por tanto: 


El Presidente de la Nación Argentina, en acuer- 
do de Ministros, | 


Decreta 
Articulo 1°—Autorizase al Ministerio del In- 


== 


terior para crear el siguiente personal de Gen- 
darmería que se destinará provisoriamente para 
atender el servicio de vigilancia en la zona te- 
rrestre del puerto de La Plata, hasta tanto se in- 
cluya en la Ley de Presupuesto la partida nece- 
saria para dicho objeto: 


2 Tenientes a$ 300.00 clu. al mes 
4 Cabos a, 140.00 clu. al mes 
40 Gendarmes a $ 130.00 clu. al mes 


Art. 2°—Asignase por una sola vez, la suma de 
Quince mil pesos moneda nacional ($ 15.000.00 
m|n.), para adquisición de vestuario, razonamien- 
tos, utiles, alojamientos y gastos de enfermeria, 
con destino al personal. 


Art. 3"—Nómbrase Tenientes de Gendarmería a 
don Carlos Ernesto Morgan y don Julio César 
Ascoeta. 


Art. 4°—E] presente gasto se imputara a la par- 
tida “Para pago sostenimiento de la Gendarme- 
ría” (Anexo B, inciso 17, item.4, Partida 1 del 
Presupuesto). (Leyes 11.197, 11.201 y 11.204). 

Art. 5°—Comuniquese, publiquese, dése al Re- 
gistro Nacional, tómese razón por la Oficina de 
Contabilidad del Ministerio y archivese. 


ALVEAR, José Nicolás Ma- 
tienzo, Angel Gallardo, Celestino 
Marcó, Agustín P. Justo, M. Do- 
mecq García, Eufrasio S. Losa, 
R. Herrera Vegas. 


Carrique de Gonzalez 


contra 


la Compañía Swift de La Plata 


por Daños y perjuicios. 


Excepción de Incompetencia 
de Jurisdicción. | 


En la ciudad de La Plata, a trece de marzo de 
1025, reunidos en acuerdo ordinario los jueces de 
la Excma. Cámara Segunda de Apelación para 
pronunciar sentencia en los autos caratulados: 
Carrique de González dofia María contra Frigo- 
rifico Swift de La Plata. Indemnización de daños 
y perjuicios, se procedió a practicar la insacula- 
ción prescripta por los artículos 173 de la Cons- 
titución de la Provincia y 300 del Código de Pro- 
cedimientos, resultando de ella que en la votación 
debía observarse el orden siguiente: doctores Mo- 
lina, Carranza, Fernández, Aristegui. 


Cuestiones 

1° ¿Es procedente el recurso de nulidad dedu- 
cido a fojas 45? 

2° ¿Lo es la incompetencia de jurisdicción ale- 
gada por el demandado en la audiencia de fojas 
38? 

3* ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar so- 
bre lo principal? 


4° ¿Cuál sobre las costas? 
Votación 


A la primera cuestión el señor Juez doctor Mo- 
lina Carranza, dijo: 

Estando suprimido en la ley procesal el recurso 
de nulidad por vicios de forma de la sentencia 
(informe de la Comisión Reformadora de la mis- 
ma y artículo 284), voto por la negativa. 


El señor Juez doctor Fernández, dijo: 


Por los fundamentos aducidos por el señor Juez 
doctor Molina Carranza y además no advirtién- 
dose que en los procedimientos de autos se haya 
incurrido en vicios procesales que traigan apare- 
jada su nulidad (articulo 202 del Código de Pro- 
cedimientos), voto negativamente. 

El señor Juez doctor Aristegui, por los mismos 
fundamentos aducidos por el señor Juez doctor 
Fernández, votó en igual sentido. 

A la segunda cuestión, el señor Juez doctor Mo- 
lina Carranza, dijo: 


Como lo ha expresado en diversos fallos como 
Juez de Primera Instancia, entre ellos el que se 
registra en “Justicia” de fecha 9 de diciembre de 
1920, la materia que se encuentra sometida al Tri- 
bunal ha sido expresamente contemplada por el 
artículo 67 inciso 27 de la Constitución Nacional 
en el cual se opera la jurisdicción exclusiva na- 
cional en los casos que determina y cuales son los 
requisitos esenciales para que esa jurisdicción se 
adquiera pudiendo estos descomponerse en los 
siguientes: 1* jornales; 2° lugares o estableci- 
mientos sometidos a esa jurisdicción; 3? funda- 
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mento o alcance del concepto legislación exclu- 
siva. Esos tres elementos fueron expuesto por mí 
en el fallo referido y si bien podría limitarme a 
hacer una sintesis, considero conveniente repro- 
ducirlos en esa parte tal como fueron expuestos 
entonces como fundamento de este voto, dada la 
trascendencia jurídica de este asunto y para que 
queden registrados en los libros de este Tribu- 
nal 1°). Entrando al examen del primer elemen- 
to, la cláusula referida es, con ligeras variantes, 
reproducción del artículo 1°, sección octava, clau- 
sula 17 de la Constitución Norteamericana con la 
sola diferencia, puramente aparente como se ve- 
rá, de que ésta exige expresamente el consenti- 
miento de la legislatura del Estado para que se 
opere el traspaso de la legislación exclusiva mien- 
tras que la disposición similar Argentina no con- 
tiene esa exigencia, lo que ha hecho decir a Es- 
trada que nuestro gobierno tiene una mayor 
libertad de acción. Pero a nuestro juicio no exis- 
te esa diferencia, pues esa disposición es preciso 
encuadrarla dentro de los principios que regulan 
esa materia siendo una regla de interpretación, 
como lo observa con toda exactitud el doctor Bas, 
tratándose de cuerpos de leyes que constituyen 
verdaderos organismos, buscar su alcance de ma- 
nera que armonicen con las demás disposiciones 
similares con los cuales forman un solo todo. 


Ahora bien, del examen combinado de los ar- 
tículos 3 y 13 de la carta fundamental, los cuales 
exigen siempre el consentimiento de las legisla- 
turas provinciales en todo lo que se refiere a ce- 
siones o límites de provincia, importando en rea- 
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lidad la autoridad que se otorga al Gobierno Fe- 
deral en estos casos una especie de federalización, 
se desprende que el requisito del consentimiento 
de las legislaturas es igualmente indispensable. 


Dentro de estas mismas ideas se expresa el 
doctor Eduardo Costa en su celebrada vista so- 
bre destrucción de un puente sobre el Riachuelo, 
cuyo párrafo pertinente voy a transcribir ínte- 
gro porque a él me referiré después. La pres- 
cripción constitucional que limita en el gobierno 
general la capacidad de la Constitución de la Pro- 
vincia por particular sinó a titulo soberano al 
estrecho lugar de su residencia, a los territorios 
nacionales y a los bienes que adquiere por com- 
pra o cesión de las legislaturas respectivas, no 
puede ser mejor calculada ni más sabia. Si la 
Nación pudiese adquirir soberanía sobre los bie- 
nes que comprare o adquiriese por cualquier otro 
titulo dentro del territorio de una provincia, sus- 
tituyendo la soberanía de la Nación, a las sobera- 
nias de las Provincias, éstas estarian expuestas 
a desaparecer. Este mismo es el concepto conte- 
nido en la obra de Agustín de Vedia. (Eduardo 
Costa, vista fiscal registrada en el tomo VIII, 
páginas 299 de los informes de los consejeros le- 
gales del Poder Ejecutivo. Vedia, La Constitución 
Argentina, página 363 y siguientes; Arturo M. 
Bas, Derecho Püblico Provincial, página 262 y si- 
guientes). 


¿Pero las legislaturas deben referirse expresa- 
mente a la jurisdicción que se transfiere? 

A mi juicio tal requisito no es en modo alguno 
necesario dado los términos amplios contenidos 
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en el inciso 27 ,artículo 67 porque lo que deter- 
mina la jurisdicción es el destino de la cosa y 
entonces por el contrario, es la Provincia que ven- 
de o cede la que debe fijar las restricciones o li- 
mitaciones con que ejecuta el acto. 


Pasando al segundo elemento, determinado por 
el destino de la cosa, ese destino fija el límite 
dentro del cual puede llegar el Gobierno de la 
Nación a adquirir sobre un lugar o tierra de una 
provincia esa facultad de legislación exclusiva, 
mas es preciso no dar al término de estableci- 
miento de utilidad nacional, como lo expresa Es- 
trada, una extensión demasiado amplia, debiendo 
circunscribirse únicamente a aquellos estableci- 
mientos que son del resorte exclusivo del Go- 
bierno Federal, pues de otro modo no tendría 
razón de ser esa disposición si los mismos fines 
pudiesen ser llenados por los gobiernos de las pro- 
vincias, como por ejemplo en materia de coloni- 
zación, de manera que por establecimientos de 
utilidad nacional no puede entenderse sino aque- 
llos que están destinados a servir objetos expre- 
samente encomendados al Gobierno Nacional. 
(Derecho Constitucional, tomo III, página 166). 


Sentadas estas premisas entraremos ahora en 
el examen de la cuestión capital, al estudio del 
alcance dado por la Constitución al concepto de 
legislación exclusiva. En esta materia no siempre 
los autores, ni tampoco las resoluciones judicia- 
les han sabido encuadrarlas dentro de sus ver- 


daderas líneas, especialmente cuando se ha tra-" 


tado de puertos, por el estrecho parentesco que 
éstos tienen con todo lo que se refiere a la na- 
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vegación y al comercio y con este criterio se ha 
pretendido aplicar a pesar de su carácter excep- 
cional los mismos principios que regulan toda 
la materia concernientes a ríos y riberas, llegán- 
dose a la conclusión de que la legislación exclu- 
siva solamente lo era para el exclusivo logro de 
esos fines especiales, quedando los lugares, en 
todo lo demás sometidos a la jurisdicción origi- 
naria de las provincias. 


A mi juicio en todo se ha partido del error 
de no separar las diferentes disposiciones cons- 
titucionales que se ocupan de comercio y de na- 
vegación donde el Gobierno Federal, si bien tiene 
facultades que imperan sobre las provincias no 
son absolutamente exclusivas (artículo 107 de la 
Constitución) de las especificadas en el inciso es- 
tudiado que constituye un caso particular que 
tiende a dar al gobierno general los amplios me- 
dios de llenar fines sólo a él encomendados, ex- 
cluyentes y en esto está de acuerdo el párrafo 
transcripto de la vista de Eduardo Costa, quien 
separa este punto especial de los otros que es- 
tudia sobre navegación y comercio. 


Si alguna duda cupiese sobre esta interpreta- 
ción bastaría para disiparla la naturaleza de los 
bienes sobre los cuales se ejercita las diversas 
disposiciones, teniendo por objeto la jurisdicción 
en materia de navegación y comercio facilitar 
esos fines en los lugares destinados al uso común 
es decir, sobre bienes que pertenecen al domi- 
nio público, mientras que bajo el artículo invo- 
cado caen indistintamente bienes que pertenecen 


al dominio público y bienes que quedan bajo la 
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dependencia exclusiva de la Nación para los di- 
ferentes usos generales que le incumben pudien- 
do en estos últimos casos trabar la libertad de 
acción que esas funciones requieren. En esta co- 
rriente de ideas pueden citarse también los di- 
ferentes fallos de lai Corte Nacional sobre juris- 
dicción en establecimientos de este género. (To- 
mo 21, página 491; tomo 53, página 254 y tomo 
103, página 403. 

Por otra parte, el término de legislación exclu- 
siva empleado por el inciso 27 tiene una ampli- 
tud que lejos de poder ser reducida, adquiere un 
perfecto relieve si se tiene en cuenta su especial 
finalidad siendo un principio constitucional que el 
poder a quien se le otorga una facultad debe dis- 
poner de todos los medios necesarios para ejerci- 
tarla teniendo buen cuidado la Constitución, cuan- 
do su pensamiento es restrictivo de especificarlo 
expresamente y de ello es ejemplo la facultad 
que se acuerda a las provincias para aplicar las 
leyes de fondo diferentes en esto a la Norte- 
americana. 


De acuerdo con esto debe concluirse que anexo 
al Poder de legislación va el de jurisdicción que 
no es sino uno de sus aspectos, ambos con ca- 
rácter exclusivo, pues de otro modo no se le hu- 
biera caracterizado en esa forma. 


Confirma este raciocinio la interpretación cons- 
tante de los tribunales reconociendo que el po- 
der a quien se le acuerda la facultad de legislar 
tienel también la jurisdicción y así nunca se han 
puesto en duda estos principios en lo que se re- 
fiere justamente a los fines especiales de nave- 
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gación y comercio. Los antecedentes y los auto- 
res concuerdan con esa interpretación. En efecto 
en lo que se relaciona con la cláusula semejante 
de la Constitución Norteamericana, diferentes fa- 
llos han establecido que el derecho de legislación 
exclusiva lleva consigo el de jurisdicción tam- 
bién exclusiva exigiendo únicamente que el terri- 
torio transferido se haya efectuado de confor- 
midad con las reglas establecidas por esta Cons- 
titución. (Calvo, Digesto Federal, página 254). 
Entre nosotros, Agustin de Vedia, en su cono- 
cida obra establece que una vez ratificada por el 
Estado la compra hecha por el Gobierno Fede- 
ral, “la propiedad pasa a la Nación al mismo 
tiempo que la jurisdicción concluyendo ipso facto 
la del Estado. (Página 365). A su vez Joaquín 
González manifiesta como en estos casos la pa- 
labra legislación exclusiva implica la de jurisdic- 
ción exclusiva, las provincias no pueden interve- 
nir en los lugares cedidos por ellas. (Manuel de 
la Constitución Argentina, página 451). Final- 
mente dentro del mismo concepto se expresa Bas 
en la obra y capítulo citado con las restriccio- 
nes que hace sobre la ratificación de las legisla- 
turas de los Estados. 


Debemos entonces concluir que no es posible 
limitar las facultades del Gobierno Federal en 
esos casos porque ello importaria en una o en 
otra forma coartar el uso de los medios necesa- 
rios para llenar con toda amplitud los fines que 
se tuvieron en vista con esa disposición y esto 
resulta tanto más evidente si se tiene en cuenta 
que esas reglas deben aplicarse a algunos esta- 
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blecimientos como las fortalezas donde sería re- 
pugnante toda intromisión extraña al Gobierno 
Federal. 


Para terminar esta parte de la exposición si- 
guiendo las ideas expresadas en todo esto, debe 
descartarse ese juego de soberanias que se trans- 
fieren puesto que no siendo la soberania más que 
una desde que es una su fuente, lo único que se 
transfiere es la potestad de jurisdicción, es decir 
se encomienda al Gobierno Nacional el manejo 
con todos sus resortes, de los lugares destinados 
a llenar los fines que le confiere la Constitu- 
ción. 

A estos argumentos debe agregarse todavía 
uno cuya importancia no es posible desconocer 
como valor de interpretación, como medio de co- 
nocer en toda su profundidad el pensamiento de 
los constituyentes que es el que se refiere al goce 
de los derechos políticos, pues no se puede su- 
poner que haya querido crear una situación que 
prive a un gran número de ciudadanos del sa- 
grado derecho de participar en la vida pública del 
pais. 

En efecto una de las consecuencias de la ce- 
sión de un territorio con el traspaso de la juris- 
dicción, de acuerdo con la amplitud del concepto 
de legislación exclusiva, que como tal debe abar- 
car todos los aspectos es como lo sienta la juris- 
prudencia norteamericana (Calvo, Digesto Fede- 
ral), la de que tanto las cosas como las perso- 
nas dejan de estar vinculadas con el Gobierno 
Provincial, cesando así las personas de ser habi- 
tantes del territorio cedido que viene a sufrir 
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una verdadera federalización y como tampoco se 
incorporan a la Capital ni a ningún territorio de 
los declarados federales, tales ciudadanos ven- 
drian a quedar de hecho privados de sus derechos 
políticos. 


Tales consecuencias llevan, pues, a conclusio- 
nes reñidas con los principios democráticos, lo 
que pone en evidencia lo acertado de la inter- 
pretación que hemos dado al articulo e inciso so- 
metidos a estudio, pues si se trata ünicamente 
de lugares ocupados por establecimientos pübli- 
cos ese inconveniente desaparece o disminuye en 
su casi totalidad, puesto que sólo por acciden- 
te pueden ser ellos habilitados permanentemente 
y si se trata de lugares ocupados por militares 
se llega a la misma conclusión desde que éstos 
no pueden ejercer activamente la vida politica 
como lo establecen las leyes respectivas. 


Expuesta la teoría que a mi juicio es la ünica 
que cabe dentro del precepto claro del articulo 67, 
inciso 27 de la Constitución Nacional de acuerdo 
con sus antecedentes norteamericanos y con los 
principios politicos de armonía y unidad del Es- 
tado corresponde ahora hacerla funcionar en el 
presente caso. Debe desde luego establecerse y 
ello está consignado en antecedentes oficiales y 
lo comprueba el plano que corre a fojas 41 que 
la llamada zona del puerto no constituye un es- 
pacio completamente preciso, habiendo en un 
principio tenido proyecciones más vastas con cu- 
yo fin se hicieron diversas expropiaciones y con- 
viene también agregar que lo que llaman muros 
de circunvalación comprende una parte relativa- 
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mente pequeña dentro de esa zona, de donde re- 
sultan la existencia de diversas propiedades de 
origen puramente particular. 

Esta diversidad de situaciones fueron puestas 
por mi ya de relieve en el fallo recaido en el 
Frigorifico Armour, entre cuyos argumentos se 
encuentran los aplicables a este caso y asi mien- 
tras el Armour constituye una propiedad parti- 
cular tanto en el edificio como en el suelo, ha- 
biendo sufrido una serie de traslaciones de do- 
minio, el Swift ha sido siempre de la Provincia 
y existe en virtud de una concesión precaria de 
acuerdo que no pueden aplicarse criterios exacta- 
mente iguales como se va a demostrar. | 

Completando estos antecedentes debe indicarse 
todavia, que el actual puerto de La Plata, tuvo 
por origen una especie de concesión; contrato 
bien singular en la cual se concedía a la Provin- 
cia el derecho de cobrar los servicios de las obras 
que se construyeran en el antiguo puerto de la 
Ensenada, reservándose la Nación la facultad de 
construir a su vez diques, muelles y demás obras 
que juzgue conveniente, al mismo tiempo que 
deja a salvo revelando la confusión existente en 
esta materia sus derechos de jurisdicción y de- 
más facultades que acuerda la Constitución al Go- 
bierno Federal. 

De este contrato, pues, se infiere que la Pro- 
vincia adquiría un derecho como locador de ser- 
vicios portuarios, que estaba como tal limitada 
a las obras que construyera de acuerdo con el 
convenio y mediante la aprobación de sus planos 
por el Gobierno Nacional. (Ley de 1882 y conve- 
nio de enero 23 de 1883). 
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Transcurridos los años se vió que esta conce- 
sión, ni compensaba a la Provincia ni era armó- 
nica con algo que debe ser inherente al Gobier- 
no Federal que es la fijación de tarifas uniformes 
para toda la República, surgiendo de ahí la venta 
del puerto a la Nación, en el cual tomaron parte 
lo que tenía que ser forzosamente, tratándose de 
bienes fiscales, por un lado la Legislatura de la 
Provincia y por el otro el Congreso de la Nación. 
Todo esto consta en documentos públicos y regis- 
tros oficiales, no habiéndose hecho por lo demás, 
discusión alguna en cuanto a estos antecedentes 
legales ni en lo que se refiere a la situación del 
lugar. 


Pero la misma confusión de conceptos en ma- 
teria de derecho público que se nota en la con- 
cesión, contrato mencionado, ha hecho reciente- 
mente que la reciente cesión del puerto de La 
Plata no sea todo lo claro que debiera, moti- 
vando diversidad de interpretaciones sobre su al- 
cance, por eso y tratándose de una materia que 
hay que examinar con un criterio siguiendo el 
principio general de que la Nación no tiene ni 
adquiere ninguna facultad que no le sea expre- 
samente concedida (artículo 104 de la Constitu- 
ción), debe partirse de la base de que la Pro- 
vincia no se ha desprendido sino de aquello que 
ha cedido expresamente. 


Si con ese criterio se examina la cesión del 
puerto de La Plata se llega a la conclusión de 
que en ese acto no se ha comprendido todo lo 
que constituía la llamada zona del puerto con 


tanto mayor razón cuanto la renta expresa de un 
modo terminante cuáles son los bienes cedidos 
y cuáles los que quedan exceptuados y éste es 
el punto débil a mi juicio de la vista del distin- 
guido magistrado doctor Matienzo, con cuya teo- 
ría concuerda en casi toda su totalidad la ex- 
puesta que es reproducción de anteriores recai- 
das anteriores también justo es decirlo a la fecha 
de la misma vista. 


Teniendo en cuenta, pues, las cláusulas expre- 
sas queda fuera de cesión el Frigorífico Armour, 
como lo he establecido en uno de los fallos in- 
dicados pero queda comprendida dentro de ella 
el Frigorífico Swift, pues si bien el artículo ter- 
cero parece exceptuarlo como lo crei en un prin- 
cipio, un examen más preciso lleva a una conclu- 
sión distinta, porque el articulo mencionado se re- 
fiere en realidad ünicamente a las obras del Fri- 
gorifico y eso se pone en evidencia si se le hace 
concordar, con el octavo, segün el cual la Na- 
ción continüa reconociendo la concesión preca- 
ria hecha por el Gobierno de la Provincia y na- 
turalmente no puede haber concesión sin propie- 
dad del bien concedido. 


Se hallan, en consecuencia, reunidos los diver- 
sos elementos que exige segün la teoría expues- 
ta el artículo 67 inciso 27; por un lado la cesión 
se ha hecho con intervención de las respectivas 
legislaturas y demás poderes püblicos y por el 
otro el destino del lugar para un establecimiento 
de utilidad püblica de orden exclusivamente fede- 
ral, luego pues, cae sobre él la legislación exclu- 
siva que entraña correlativamente en jurisdicción 
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plena y sin restricciones del Gobierno Nacional 
sinó no sería exclusiva. 


Mas podría afirmarse, el frigorífico es un es- 
tablecimiento de un destino particular y en con- 
secuencia falta el segundo elemento que se con- 
sideró indispensable pero, esto es más aparente 
que real, porque el destino ha sido dado por la 
voluntad de las partes y así expresamente lo di- 
ce la cesión que especifica el carácter del bien; 
como el de impuesto, sin que obste entonces el 
dominio temporario de particulares sobre la zo- 
na comprendida, pues el destino nace del propó- 
sito de la voluntad y desde ese punto de vista no 
puede deducirse otra finalidad, pues el Gobierno 
Nacional no habria tenido interés en adquirir pro- 
piedades particulares y menos con motivo de la 
adquisición de un puerto. 


Por lo demás un puerto no está constituido 
solamente por la zona de desembarco sinó tam- 
bién por los terrenos adyacentes indispensables 
para su utilización y en cuanto al que ocupa el 
mismo Frigorífico con su edificio se encuentra 
en parte dentro de los treinta y cinco metros de 
la ribera externa según la ferminología del Có- 
digo Civil es decir, sobre parte bien integrante 
del puerto. 


Finalmente como se expresó al tratar del fallo 
recaido en el Aromur, marcando la diferencia de 
éste con otros terrenos, si la Nación tiene sobre 
los puertos el derecho de intervenir en todo lo 
que se refiere a la navegación y al comercio, cla- 
ro es que su venta o cesión debía tener por ob- 
jeto la trasmisión de las demás facultades juris- 
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diccionales que tenía la Provincia, desde que era 
lo único que podia trasmitir y entre ellas el de- 
recho de imponer contribuciones sobre las obras 
portuarios que se le había conferida por el con- 
venio de 1883 y es de acuerdo con esto que en la 
actualidad todos esos servicios son pagados al Go- 
bierno Federal. | 


En conclusión es inadmisible la tesis que pre- 
tende aplicar a la cesión del puerto los principios 
de la venta privada, pues aquí dada su naturaleza, 
es decir, tratándose de un bien püblico, desapa- 
rece en absoluto el papel del comprador particu- 
lar, para quedar dominando el objeto, el estable- 
cimiento de utilidad nacional destinado como tal 
al progreso general del país y en consecuencia ne 
beneficio de la misma Provincia y entonces no 
sería lógico poner restricciones allí donde se de- 
ben tener todos los medios necesarios para un 
amplio desarrollo. 


Por estos fundamentos voto por la afirmativa. 
El sefior Juez doctor Fernández, dijo: 


Vuelve este Tribunal a tomar en consideración 
la misma excepción de incompetencia opuestas en 
los juicios Dirección General de Escuelas versus 
Frigorífico Armour, cobro de pesos, causa nú- 
mero 20625. Sala de Scotti doña Miguelina ver- 
sus The La Plata Cold Storage, indemnización 
de daños y perjuicios, causa 20593 y Rodriguez 
Anastasio versus Frigorifico Swift de La Plata, 
indemnización. Causa 21982, en que se planteaba 
la misma cuestión "jurisdicción exclusiva del Go- 
bierno Nacional sobre todo lo que comprende 


la cesión hecha por la Provincia del Puerto de La 
Plata en 1904. 


En dichas causas el ex vocal de esta Cámara 
doctor Giménez, con válidos argumentos basados 
en antecedentes constitucionales norteamericanos 
y lo sostenido por tratadistas extranjeros como 
también por nuestros constitucionalistas doctores 
Joaquín V. González y Agustín de Vedia y el ilus- 
trado Procurador de la Nación doctor Matienzo, 
ha demostrado acabadamente que es solo el Go- 
bierno Nacional quien tiene exclusiva jurisdicción 
sobre dicho puesto. 


Ya esta Excma. Cámara con anterioridad en 
la causa Filibru versus Compañía La Plata en 
fallo del 27 de setiembre de 1916 por el voto del 
vocal doctor Inzaurraga, al que adhirieron los de- 
más Jueces, llegó a la misma conclusión y de- 
claró la incompetencia de la justicia de Provin- 
cla para intervenir en ese juicio. Coincidente, por 
mi parte, con esta doctrina, adhiérome en los dos 
causas citadas números 20625 y 20593, al voto del 
doctor Giménez a fin de no ser demasiado exten- 
so, doy por reproducidos los argumentos de aque- 
llos votos y sólo he de limitarme a transcribir lo 
que por mi parte expuse que es lo siguiente: Sos- 
tiene por su parte la actora que ese terreno no 
puede considerarse como territorio nacional sino 
únicamente como propiedad pública o privada de 
la Nación (artículos 2340 y 2341 del Código Ci- 
vil), propiedad que no excluye la jurisdicción de 
la Provincia de Buenos Aires, quien mantiene 
su soberanía en todo el territorio y con toda ple- 
nitud. 


No comparto con esta última opinión, pues 
después de un detenido y meditado estudio de 
este importante punto ante los precedentes le- 
gislativos y jurisprudenciales unidos a la na- 
turaleza de la obra de utilidad nacional que 
se ha tenido en mira con la adquisición del Puerto 
de La Plata, haciendo abstracción del detalle de 
que dentro de los limites asignados a aquél se 
halla construido un establecimiento industrial co- 
mo el Frigorífico Armour, de propiedad particu- 
lar, he llegado al firme convencimiento de que 
la Provincia de Buenos Aires no tiene jurisdic- 
ción dentro de esos limites fijados porque al ce- 
der esa parte de su territorio se desprendió del 
dominio inminente que sobre él tenía el que pasó 
al cesionario, sin el cual no sería posible el libre 
y amplio desenvolvimiento de la autoridad y ac- 
ción del Gobierno Federal para el logro de los al- 
tos fines que ha inspirado esa adquisición. 

Como decía la Excma. Cámara de Apelación Fe- 
deral de Paraná en su sentencia del juicio se- 
guido por la Empresa del Puerto del Rosario ver- 
sus Sociedad Muelles y Depósitos de Comas. Los 
puertos por otra parte, son instituciones de la 
Constitución, cuya habilitación está delagada en 
el Congreso Federal. (Artículo 67, indico 9*, Cons- 
titución Nacional). 

se rigen especialmente por la legislación que 
les dicta el Congreso y tiene sometida a su acción 
las porciones de río, cauce playa y tierra firme 
que se les asigna". (Fallo del 28 de diciembre de 
1907). 

Por el articulo 67, inciso 27 de la Constitución 


Nacional se establece que el Congreso jerece una 
legislación exclusiva en todo el territorio de la 
Capital de la Nación y sobre los demás lugares 
adquiridos por compra o cesión en cualquiera de 
las Provincias para establecer fortalezas, alma- 
cenes u otros establecimiento de utilidad pú- 
blica. 


No contiene nuestra Constitución la cláusula 
que al respecto establece la de Norte América re- 
firiéndose a otros lugares comprados de que la 
de mediar el consentimiento expreso de la legis- 
latura del Estado a que pertenecieron, pero co- 
mo lo sostiene el doctor Agustín de Vedia ci- 
tando los principios que rigen en E.E. U.U. so- 
bre este punto, las mismas reglas jurídicas deben 
aplicarse en la República Argentina porque, ¿de 
qué otra manera podria el Congreso o el Go- 
bierno General ejercer el derecho exclusivo de le- 
gislación y jurisdicción sobre los lugares compra- 
dos o cedidos? (Constitución Argentina, párra- 
fos 406 y 407). 

No es suficiente la simple transacción privada 
sobre un inmueble ubicado dentro de una Provin- 
cia dice el mismo autor para alterar las reglas que 
conciernen a la soberanía y trasmitir al compra- 
dor o cesionario juntamente con la propiedad la 
jurisdicción local y cita el caso de la adquisición 
de tierras para fines de colonización (inciso 16) 
en que la Ley respectiva reserva a las Provincias 
la soberanía o sea la facultad de designar las au- 
toridades políticas de las colonias. (Obra citada, 
párrafo 407). 

Los precedentes en que se basa el doctor Vedia 


para sostener la necesidad del consentimiento de 
las Legislaturas Provinciales en las ventas o ce- 
siones de Territorios al Gobierno Federal para 
fortalezas, arsenales, almacenes u otros estable- 
cimientos de utilidad nacional como especialmen- 
te son los puertos para que en ellos vaya com- 
prendido el dominio y jurisdicción exclusiva son 
por demás concluyentes y concurrentes de su rea- 
lidad. " 


En efecto así se desprende de lo que se esta- 
bleció en el artículo 3° de la Constitución respecto 
a la formación del territorio que debia constituir 
la Capital de la Repüblica residencia del Gobier- 
no Federal y de lo que disponen diversas Cons- 
tituciones Provinciales, las que en su mayor par- 
te exigen que cuando dicha cesión importe des- 
membramiento del territorio o abandono de ju- 
risdicción sólo puede ser acordada por dos tercios 
o por unanimidad de votos de la Legislatura. 

Todo demuestra, dice el autor citado que la 
jurisdicción es un atributo esencial de la sobe- 
rania y que ella no pasa a una u otra autoridad 
sin un desprendimiento o cesión formal, sin una 
manifestación expresa de voluntat de parte del 
cedente. 


Y concluye sobre este punto que la Constitu- 
ción Argentina habla de lugares adquiridos por 
compra o cesión. Los contribuyentes debieron 
creer que la adquisición se haría siempre por el 
último medio, obteniéndose la propiedad direc- 
tamente de las Provincias, en cuyo caso el des- 
prendimiento de ella habria comprendido igual- 
mente el de la jurisdicción. 
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Y tal ha sido en efecto el alcance de las cesio- 
nes hechas por las Provincias antes de ahora. 
(Obra citada, página 410). 

En la venta hecha por la Provincia de todo lo 
que comprendía el Puerto de La Plata en 1904 
intervino la Legislatura y dió su aprobación. Sa- 
tisfizo asi sus propias exigencias mantenidas des- 
de el Pacto de Noviembre de 1859 (artículo 5°), 
defendiendo su integridad territorial, la que no 
podia ser dividida sin el consentimiento de su Le- 
gislatura. 


Ante estos precedentes no es posible sostener 
que la Provincia sólo se haya desprendido de la 
propiedad del suelo y demás efectos vendidos, 
reservándose jurisdicción sobre el terreno. 


Y así tenemos en cuenta que la Constitución 
en su articulo 13 permite la formación de nuevas 
Provincias en la Nación requiriendo cuando se 
trata de erigirge una Provincia en el territorio 
de otra u otras o de varias a formarse una sola, 
el consentimiento de las legislaturas de las Pro- 
vincias interesadas y del Congreso esto es, si la 
división territorial de una Provincia es posible 
para la formación de otra y hasta la desaperi- 
ción de varias como entidades autónomas e inde- 
pendientes mediante solamente ese consentimien- 
to, no sé cómo pudiera sostenerse que la división 
o separación de una Provincia por cesión al Go- 
bierno Federal para los fines que menciona el in- 
ciso 27 del artículo 67 no ha de considerarse que 
comprende implicitamente el renunciamiento de 
la soberanía exclusiva en favor del cesionario, má- 
xime cuando ese desprendimiento lo es en benefi- 


cio del propio Estado renunciante y la natura- 
leza y magnitud de la obra requieren el dominio 
y jurisdicción exclusiva del Gobierno Nacional. 

En el caso que nos ocupa no sólo el pueblo 
de la Provincia por intermedio de sus represen- 
tantes en la Legislatura local ha manifestado su 
consentimiento sinó que aun lo ha ratificado en 
el Congreso por los representantes de ella en ca- 
lidad de Estado autónomo. 

Por estas consideraciones, voto por la afirma- 
tiva. 


El señor Juez doctor Arístegui, dijo: 


Consecuente con la opinión que he manifes- 
tado antes al resolver casos análogos al sub ju- 
dice entiendo que la incompetencia de jurisdic- 
ción opuesta por la empresa demandada es im- 
procedente. 


Para resolver la excepción alegada conviene 
examinar separadamente las distintas causales en 
que se funda y que son: 

1°, la circunstancia de encontrarse situado el 
establecimiento del Frigorifico Swift en el Puer- 
to de La Plata, lo que en concepto de excepcio- 
nante excluye la jurisdicción provincial; 2*, la ce- 
sión de este puerto y de sus tierras adyacentes 
que hizo la Provincia a la Nación, por el contrato 
celebrado en agosto 29 de 1904 mediante cuya 
cesión se pretende que el Estado Federal tiene 
sobre esos bienes la jurisdicción exclusiva a que 
se refiere el artículo 67, inciso 27 de la Consti- 
tución Nacional. 

La primer cuestión a estudiarse es, pues, la re- 
lativa al alcance de la jurisdicción nacional sobre 


los puertos. Es éste un punto que ha sido ma- 
teria de amplia discusión ilustradas por las opi- 
niones de nuestros más eminentes estadistas y 
jurisconsultos que han agotado el tema a su res- 
pecto. 


Desde la primera controversia sostenida por el 
doctor Vélez Sársfield y el general Mitre en el 
Senado de la Nación, ella fué estudiada en distin- 
tas ocasiones entre otros por los doctores Eduar- 
do Costa, Antonio E. Malaver, Carlos L. Maren- 
co, Vicente E. López, y José Nicolás Matienzo. 
Y bien, con excepción del primero de los nom- 
brados, todos ellos han sostenido con argumentos 
inconmovibles que la jurisdicción nacional sobre 
los puertos, las aguas y las riberas de los ríos 
navegables sólo se extiende a las facultades ne- 
cesarias para la reglamentación del comercio y 
del tránsito püblico, quedando reservado a los 
Estados Provinciales dentro de cuyos límites te- 
rritoriales se encuentran el dominio indemás ór- 
denes en cuanto no se afecte el fin primordial 
que persigue la Constitución cuando difiere al 
Gobierno Nacional todo lo relativo al comercio 
y a la navegación. 


Basta para dejar bien sentada la exactitud de 
este concepto con recordar el precepto constitu- 
cional en cuya, virtud las Provincias conservan 
todos los poderes no delegados expresamente al 
Gobierno Federal (artículo 104) y observar que 
la delegación en lo relativo a ríos y puertos sólo 
se concreta a las materias referentes a la nave- 
gación y régimen aduanero. (Artízulos 26 y 27 in- 
ciso I°, 9°, 12, 16 y 108). 
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Y es natural que así sea porque las provincias 
solo se han desprendido de aquella parte de los 
derechos emergentes de la soberania que les es 
propia, necesaria para el ejercicio de los poderes 
limitados que por la Constitución se confieren al 
Gobierno Nacional. 


Todo lo que no ha sido imprescindible poner en 
manos de éste para permitirle llenar sus fines, se 
lo han reservado aquellas como ocurre en E.E. 
U.U., modelo de nuestro sistema federal. 


El general Mitre en uno de los discursos pro- 
nunciados con motivo de la controversia antes 
auldida, condensaba en un párrafo admirable por 
su precisión la verdadera doctrina de nuestras 
instituciones federativas cuando decía: En el or- 
den administrativo, en el sistema federal, todo 
el territorio de la Nación se divide y subdivide 
en distintas soberanias equilibradas cada una de 
las cuales gira armónicamente dentro de su ór- 
bita. El Poder Nacional que preside el movimien- 
to no se ha reservado sino aquella parte de alta 
soberanía necesaria para dominar el conjunto y 
en cuanto al territorio no se ha dado más que el 
indispensable para residir subordinándose por lo 
demás a la condición del propietario civil dentro 
de los límites de las soberanías territoriales de los 
Estados o Provincias. 


Un Gobierno Federal no posee a título de so- 
beranía sinó el terreno suficiente para pesar y 
moverse y accidental y, transitoriamente, los te- 
rritorios que guarda en depósito para emancipar- 
los más tarde. _ 

El ex Procurador General de la Nación, doctor 


Matienzo, abundando en iguales consideraciones 
ha dicho en un dictamen: Se explica que como 
función inherente a la vida de relación de la 
República con las demás naciones y a las diver- 
sas provincias entre sí todo lo relativo a la na- 
vegación de los rios y habilitación de puertos, 
sean marítimos o fluviales, esté sujeto a la ju- 
risdicción federal, según lo disponen el artículo 
67, inciso 9° y el artículo 108 de la Constitución 
Nacional. Pero para estos fines no es necesario 
privar a las provincias del dominio y jurisdicción 
ordinaria sobre el lecho y las aguas de sus rios 
así como sus costas maritimas. hasta el limite de 
las aguas jurisdiccionales de la Repüblica, lechos 
y aguas que poseen con el mismo titulo que el 
de su territorio terrestre, subsuelo y la capa at- 
mosférica que la cubre. 


Ninguna cláusula de la Constitución Nacional 
le priva de tal derecho ni se lo da al Gobierno 
Federal, por el contrario, los términos en que 
está redactado el inciso 14 del artículo 67 presu- 
pone claramente que los ríos no están sujetos 
a la jurisdicción exclusiva de la autoridad Fe- 
deral. 


La Suprema Corte de la Nación en dos senten- 
cias dictadas en mayo 8 de 1909 citadas por el 
mismo doctor Matienzo, reconoció los derechos 
de la Provincia de Santa Fe al dominio de sus 
puertos sobre el río Paraná, sin perjuicio de la 
jurisdicción nacional sobre el comercio y la na- 
vegación. 

La tesis que sustento ha sido establecida de 
manera tan sólida y fundamental en los preceden- 
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tes que acabo de invocar que reputo innecesario 
entrar en mayores consideraciones ya que ellas 
no arrojarían más luz sobre la cuestión deba- 
tida. 

Ahora bien: ¿La cesión que en 1904 realizó la 
Provincia en favor de la Nación, ha tenido por 
efecto sustraer de la jurisdicción de la primera 
la parte de territorio comprado donde se encuen- 
tra establecido el Frigorífico Sfift? 


Para responder a esta interrogación es menes- 
ter recordar que el punto discutido escapa al ra- 
dio de acción de la Ley Civil que solo reglamen- 
ta las relaciones privadas entre los individuos, 
tratándose de una materia exclusivamente regida 
por la Constitución Nacional en cuanto ella afec- 
ta el sistema de Gobierno Federal. Y así plan- 
teada la controversia en sus verdaderos límites 
para resolverla hay que determinar si las Pro- 
vincias pueden desprenderse de su soberanía so- 
hre partes de sus territorios mediante venta, ce- 
siones al Gobierno Nacional. 


El caso ha sido especialmente previsto por el 
articulo 67, inciso 27 de nuestra carta fundamen- 
tal que textualmente dice así: Corresponde al 
Congreso ejercer una legislación exclusiva en to- 
do el territorio de la Capital de la Nación y so- 
bre los demás lugares adquiridos por compra o 
cesión en cualquiera de las Provincias para esta- 
blecer fortalezas, arsenales, almacenes u otros es- 
tablecimientos de utilidad pública nacional. 

Basta leer con detenimiento la cláusula trans- 
cripta para arribar a la evidente conclusión de 
que ella es restrictiva, en el sentido de que la 


jurisdicción xeclusiva a que se refiere sólo se 
ejercita cuando los lugares adquiridos son desti- 
nados para fines de utilidad nacional y en cuan- 
to ella sea necesaria para llenarlos. 


El objeto perseguido por esta limitación es ob- 
vio, si la Nación pudiera adquirir soberanía sobre 
los territorios habidos en cualquier forma de las 
provincias, éstas serían expuestas a desaparecer 
por desmembraciones sucesivas, peligro previsto 
sabiamente por la Constitución que para evitarlo 
contiene la restricción auldida cuyo alcance no 
es posible dudar. Es por ello que entiendo en 
un todo de acuerdo con los principios sentados 
por el general Mitre en las palabras de que an- 
tes he hecho mérito que el Gobierno Nacional só- 
lo puede poseer a título de soberano aquellos te- 
rritorios que le son imprescindibles para llenar 
las funciones que la Constitución le atribuye y 
que todos los demás que posea en virtud de cual- 
quier título están sujetos a la soberanía de las 
Provincias dentro de cuya jurisdicción política se 
encuentran sin perjuicio de ejercitar en ellas las 
facultades que necesariamente deben estar en su 
mano para dominar el conjunto, esto es para lle- 
nar los fines de su institución. 


Aplicando esta norma de interpretación al caso 
sub judice no es dudoso que la venta del Puerto 
de La Plata ha dejado las cosas en cuanto a la 
jurisdicción atañe en la misma situación jurídica 
que tenía antes de su realización: el Gobierno 
Nacional no necesita en modo alguno para ejer- 
cer su misión constitucional la jurisdicción exclu- 
siva sobre los puertos provinciales ; le basta con la 
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relativa al comercio y a la navegación y en con- 
secuencia no ha podido adquirirla mediante el 
contrato de agosto 29 de 1904 porque a ello se 
opone el articulo 67, inciso 27 de la Constitución 
Nacional. 


Es consecuencia lógica de lo expuesto la con- 
clusión de que no obstante haber justificado la 
parte demandada que su establecimiento se en- 
cuentra ubicado en los terrenos cedidos por la 
Provincia a la Nación, su excepción fundada en 
tal circunstancia no puede prosperar, dado que 
no son aplicables en el caso del artículo 100 de 
la Constitución Nacional, 14 y 2a de la Ley nú- 
mearo 27. 

En su consecuencia, voto por la negativa. 

A la 3° cuestión, el señor Juez doctor Molina 
Carranza, dijo: 

En atención a lo resuelto en el estudio de las 
cuestiones anteriores, corresponde revocar la sen- 
tencia de fojas 43. 


-— 


Asi lo voto. 

Los señores Jueces doctores Fernández y Aris- 
tegui, por los mismos fundamentos, votaron en 
igual sentido. 

A la 4* cuestión, el señor Juez doctor Molina 
Carranza, dijo: 

Las costas opino deben abonarse por su orden 
en aterición a la naturaleza de la cuestión deba- 
tida conforme con lo que dispone el artículo 71 
del Código de Procedimientos. 

Los señores Jueces doctores Fernández y Arís- 
tegui, por los mismos fundamentos, votaron en 
igual sentido. E 


*1 


Con lo que terminó el acuerdo. — Arístegui. — 
Fernández. — Molina. — Ante mí: Francisco La- 
rrán. 


Sentencia 


La Plata, marzo 13 de 1025. — Autos y Vis- 
tos. Considerando: 

1? Que el recurso de nulidad no procede. (Ar- 
tículos 281 y 284 del Código de Procedimientos). 

2° Que la excepción de incompetencia de ju- 
risdicción opuesta a fojas 30 es procedente. (Ar- 
tículo 67, inciso 27 de la Constitución de la Na- 
cióo) ; 

3* Que las costas deben abonarse por su orden. 
(Articulo 71 del Código de Procedimientos). 

Por ello y demás fundamentos consignados en 
el precedente acuerdo se revoca la sentencia en 
recurso de fojas 43 y se declara procedente la 
excepción de incompetencia de jurisdicción opues- 
ta por la demandada en la audiencia de fs. 38; 
las costas por su oren. — Raúl Arístegui. — 
Néstor N. Fernández. — E. Molina Carranza. — 
Ante mi: Francisco Larrán. 
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